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			SIGLAS Y ACRÓNIMOS

			AGNU	Asamblea General de las Naciones Unidas

			CIJ	Corte Internacional de Justicia

			CNUDM	Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar

			ECIJ	Estatuto de la Corte Internacional de Justicia

			FAO	Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura

			FMI	Fondo Monetario Internacional

			MERCOSUR	Mercado Común del Sur

			ONU	Organización de las Naciones Unidas

			OOPS	Organismo de Obras Públicas y Socorro de las Naciones Unidas para los Refugiados de Palestina

			OTAN	Organización del Tratado del Atlántico Norte

			PIDCP	Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

			PIDESC	Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

			SDN	Sociedad de Naciones, organismo internacional, precedente de la ONU, existió entre 1919 y 1946

			TNA	Territorios No Autónomos

			TPJI	Tribunal Permanente de Justicia Internacional

			UE	Unión Europea

			UNESCO	Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura

			UNITA	Unión Nacional para la Independencia Total de Angola

			ZEC	Zona de Especial Conservación

			GLOSARIO

			Colonia	Territorio dominado y administrado por una potencia extranjera.

			Conflicto	Problema, cuestión, materia de discusión.

			Contencioso	Dicho de un asunto, proceso o recurso: Sometido a conocimiento y decisión de los tribunales en forma de litigio entre partes, en contraposición a los de jurisdicción voluntaria y a los que estén pendientes de un procedimiento administrativo.

			Controversia	Discusión de opiniones contrapuestas entre dos o más personas.

			Denuncia	Documento en que se da noticia a la autoridad competente de la comisión de un delito o de una falta.

			Descolonización	Supresión de la condición colonial de un territorio.

			Descolonizar	Poner fin a una situación colonial.

			Enajenar	Vender o ceder la propiedad de algo u otros derechos.

			Estrategia	En un proceso regulable, conjunto de las reglas que buscan una decisión óptima en cada momento.

			Jerarquía	Gradación de personas, valores o dignidades.

			Jurisdicción	Poder o autoridad que tiene alguien para gobernar. Poder que tienen los jueces y tribunales para juzgar y hacer ejecutar lo juzgado.

			Jurisprudencia	Conjunto de las sentencias de las sentencias de los tribunales, y doctrina que contienen.

			Laudo	Decisión o fallo dictado por los árbitros o amigables componedores, que pone fin al procedimiento arbitral.

			Litigio	Pleito, altercado en juicio. Disputa, contienda.

			Memorándum	Informe en que se expone algo que debe tenerse en cuenta para una acción o en determinado asunto.

			Negociación	Acción y efecto de negociar.

			Negociar	Tratar por la vía diplomática, de potencia a potencia, un asunto, como un tratado de alianza, de comercio, etc.

			Recurso	En los procesos judiciales, petición motivada dirigida a un órgano jurisdiccional para que dicte una resolución que sustituya a otra que se impugna.

			Redimir	Dicho de quien cancela su derecho o de quien consigue la liberación: Dejar libre algo hipotecado, empeñado o sujeto a otro gravamen. Librar de una obligación o extinguirla.

			Referéndum	Procedimiento por el que se someten al voto popular leyes o decisiones políticas con carácter decisorio o consultivo.

			Reivindicación	Acción y efecto de reivindicar.

			Reivindicar	Reclamar o recuperar alguien lo que, por razón de dominio, cuasi dominio u otro motivo le pertenece. Reclamar algo a lo que se cree tener derecho.

			Resolución	Decreto, providencia, auto o fallo de autoridad gubernativa o judicial.

			Sentencia	Dictamen o parecer que alguien tiene o sigue. Declaración del juicio y resolución del juez.

			Soberanía	Poder político supremo que corresponde a un Estado independiente.

			Prólogo

			La pérdida de Gibraltar no deja de ser uno más de los avatares de la Historia de España. Los límites geográficos y la soberanía han cambiado a lo largo de los tiempos fruto de acuerdos, en algunas ocasiones, y obligados por las derrotas (tanto militares como diplomáticas) en otras.

			La peculiaridad del caso gibraltareño estriba en que su resolución definitiva o, al menos, su encauzamiento no se atisba desde hace más de trescientos años.

			No fueron suficientes los tres asedios fallidos del siglo XVIII; no han fructificado las presiones diplomáticas en estos tres siglos… es más, el Reino Unido aprovechó el poco peso específico de España en el ámbito internacional para aumentar el territorio inicial que el Tratado de Utrecht le concedía: unas veces por razones humanitarias permitió nuevos asentamientos, otras consintieron nuevas obras en el aeródromo penetrando en aguas de la Bahía….

			España llega a esa fecha tras un fin de siglo XVII lleno de infortunios y ya «con los tratados de 1713-1714…, el gran imperio de los Habsburgo borgoñones… quedaba disuelto, y dos siglos de imperialismo de los Austria formalmente liquidados1».

			La pérdida de las colonias norteamericanas de Inglaterra recondujo su comercio hacia Oriente y entonces Gibraltar fue para ellos un importante enclave comercial. Más adelante se puso de manifiesto su importancia geoestratégica y todo ello se expresó en la creación de la verja que, a principios del siglo XX, dividió físicamente lo cedido en Utrecht.

			Respecto a España podemos decir que «los distintos gobiernos, dependiendo de su signo, fueron mostrando sensibilidades diferentes, incluso, en no pocas ocasiones, la política instrumentalizó interesadamente el conflicto2».

			De todo ello encontrará el lector en este libro pormenores muy interesantes que nos hacen encarar el problema en la dirección del Derecho Internacional. Es decir, con qué instrumentos cuenta España a la hora de reivindicar un territorio de mínimas dimensiones (apenas siete kilómetros cuadrados) y con una población de algo más de 33.000 habitantes.

			Nuestro país cuenta con la fuerza moral que supone el respaldo de Naciones Unidas, que admite la categoría de colonia para este territorio (por cierto, caso único en Europa).

			También le avalan a la hora de desnivelar la balanza la condición de auténtico paraíso fiscal y la propia anacronía de un régimen colonial obsoleto pero maquillado por un referéndum. Gran Bretaña ha usado este hecho para (en los últimos tiempos) intentar siempre una mesa de negociación en la que, además de los dos países implicados, figure también la representación gibraltareña.

			España no va a declarar la guerra al Reino Unido para reconquistar Gibraltar. Su única vía posible es la jurídico-política.

			Ese camino es el que el autor de este libro nos presenta en todas sus vertientes, haciendo interesantes comparaciones con otros casos del resto de mundo.

			Esas son las armas con las que cuenta la diplomacia española: las normas que rigen por unanimidad y siempre de forma pacífica, por supuesto.

			Este libro tiene hoy en día más vigencia que en los últimos tiempos dada la circunstancia de la salida del Reino Unido de la Comunidad Económica Europea que se aprobó en 2016 y que ahora abre nuevas perspectivas: son los ciudadanos de la Roca los primeros interesados en seguir bajo el manto europeo. Valga el dato del 95,9% en el referéndum a favor de permanecer como miembro de la Unión Europea frente al 48,1% que arrojó el total del país británico.

			En esta nueva tesitura, el autor nos ofrece de forma pormenorizada, a lo largo de estas páginas, las herramientas y las justificaciones conforme a Derecho de las cuales se puede valer la Diplomacia española.

			Deja también claramente expuestos los fundamentos jurídicos sobre el conflicto, así como el marco relacional y de adopción de acuerdos. Al mismo tiempo pone sobre la mesa de negociación los principios rectores del arreglo pacífico de controversias siempre amparados en la Corte Internacional de Justicia y en Naciones Unidas.

			No quiero dejar de resaltar la introducción de unos interesantes anexos en los cuales el autor nos ofrece unas pinceladas muy centradas en la zona y referidas a las convulsas fechas de la anexión. Para el lector ávido de historias dentro de la Historia serán una buena ocasión de toma de contacto con la realidad de esos momentos.

			Ésta es la historia y ésta es la única solución al tricentenario problema. Ahora faltan los actores que le den forma: los dirigentes nacionales de uno y otro país que sean capaces con su actitud de revertir esta vía muerta que tanto perdura. Pero eso es otra cuestión pues los mismos líderes políticos han contemplado el problema bajo el prisma de su ideología.

			Esperemos que el futuro nos depare buenos resultados.

			Ángel Guzmán Cascales

			Licenciado en Historia Moderna y Contemporánea 
por la Universidad de Murcia.

			INTRODUCCIÓN
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			Bandera de Gibraltar

			España cedió Gibraltar a Gran Bretaña por el Tratado de Utrecht, el 13 de julio de 1713. Lo pactado en Utrecht en 1713 no fue una cesión de la soberanía sobre Gibraltar sino una transmisión de la propiedad y el uso. El artículo X de este Tratado se caracteriza por los siguientes puntos:

			•	Sólo se ceden la ciudad y el castillo de Gibraltar junto con su puerto, defensas y fortalezas que le pertenecen. España no cedió el istmo, las aguas territoriales o el espacio aéreo supra yacente.

			•	La cesión se efectúa sin jurisdicción alguna para Gran Bretaña.

			•	La cesión se realiza sin comunicación alguna por tierra con el resto de España y

			•	España tiene un derecho preferente para recuperar este territorio en el caso de que la Corona británica decida darlo, venderlo o enajenarlo de cualquier modo la propiedad.

			El citado artículo X del Tratado contiene tres condiciones que enmarcan claramente la cesión de España a Gran Bretaña:

			a)	Se define el territorio como la ciudad y castillo de Gibraltar, juntamente con su puerto, defensas y fortalezas que le pertenecen, sin plazo de tiempo, pero «sin jurisdicción alguna territorial».

			b)	No se permite la «comunicación abierta con el país circunvecino por parte de tierra», salvo para el abastecimiento en caso de necesidad.

			c)	España tiene un derecho a «redimir» la ciudad de Gibraltar, es decir, recuperar la plena soberanía, en caso de que a la Corona de la Gran Bretaña le pareciere conveniente «dar, vender o enajenar de cualquier modo la propiedad de la dicha Ciudad de Gibraltar».

			La definición del territorio cedido es hoy objeto de disputa por lo que se refiere a la tierra, el espacio aéreo y el mar. No obstante, el aspecto histórico más llamativo sobre esa controversia es la ocupación británica del istmo, que sin duda debe ser entendida como contraria al Tratado de Utrecht.

			La efectividad de la presencia británica sobre tal espacio desde el siglo XIX y la construcción de la verja en el límite norte de esa zona neutral en 1909 no pueden remplazar la ausencia de título jurídico sobre el istmo. La jurisprudencia de la Corte Internacional de Justicia de La Haya favorece el título sobre la efectividad de la ocupación física del territorio en caso de duda (caso Burkina Faso vs. Malí, 1986). España ha mostrado su oposición a la presencia británica en la lengua de tierra y objetó la construcción de un aeródromo que la atraviesa. Los actos de España que dan por sentada la existencia de esa pista no pueden entenderse como aquiescencia. Así, el Acuerdo de Londres de 2 de diciembre de 1987 sobre la utilización conjunta del aeropuerto (que nunca llegó a aplicarse) o el posterior Acuerdo de Córdoba de 18 de septiembre de 2006 dejan claro que se refieren a cuestiones concretas, pero no tienen repercusión en lo que atañe a la soberanía.

			La segunda condición, el aislamiento por tierra de Gibraltar, establecía el abastecimiento de la ciudad y del puerto por mar y, sólo en el caso de que ese tráfico fuera interrumpido, se permitiría comprar en España las mercancías necesarias para evitar grandes angustias a la población, según el texto latino, advirtiendo al mismo tiempo que esto no significaba comerciar con el territorio circundante. España mantuvo aislado Gibraltar durante la etapa franquista y hasta 1985, año en que esa política cambió con el doble fin de desarrollar el conjunto de la región vecina e intentar atraer a los gibraltareños a posiciones más favorables a España. Esto se hizo en el contexto de nuestra incorporación a las instituciones europeas y a la OTAN. Sin embargo, los sucesivos pasos para facilitar los intercambios no han dado lugar con el tiempo a avances significativos hacia el objetivo español de recuperar el territorio. Más bien al contrario, aprovechando el fin del aislamiento, Reino Unido ha potenciado la creación de un espacio de servicios internacionales en la Roca, en contra de la letra y el espíritu del Tratado de Utrecht. En ese plan a medio plazo de convertir a Gibraltar en un centro de negocios, la aplicación del Derecho de la Unión Europea que asegura que Reino Unido, aunque no es territorio comunitario ni está sometido al espacio Schengen3, sirve al menos para evitar la tendencia británica y gibraltareña a crear un limbo jurídico donde hubieran podido ampararse actividades dudosas.

			La decisión española de levantar el aislamiento por tierra de Gibraltar pretendía avanzar en las negociaciones sobre la retrocesión que tuvieron lugar en los años ochenta. Pero esta idea no ha progresado, mientras Reino Unido ha tutelado el reforzamiento de la economía de Gibraltar y, al mismo tiempo, ha dado a la ciudad un estatuto político autónomo reforzado. Frente a esta realidad, España podría considerar el cierre de la frontera en el futuro en aplicación del Tratado de Utrecht.

			La tercera condición pactada en Utrecht es la más importante. El texto del tratado indica una lista comprensiva y abierta de posibles acciones de Gran Bretaña que desencadenan la retrocesión: «dar, vender o enajenar de cualquier modo la propiedad». Es decir, «se dará a la Corona de España la primera acción antes que a otros para redimirla».

			Reino Unido ha intentado cambiar el estatuto jurídico de la colonia en dos ocasiones. La primera en la década de los sesenta del pasado siglo buscando la descolonización al amparo de Naciones Unidas. Pero frente a la consulta organizada en 1967, en la que los gibraltareños respaldaron en su gran mayoría la independencia, Naciones Unidas entendió que el referéndum contravenía peticiones anteriores de la ONU y que no se habían tenido suficientemente en cuenta los derechos de España, por lo que instaba a la continuación de las negociaciones entre los dos países. Naciones Unidas entendía que Gibraltar no era un caso de descolonización sino un derecho adquirido por Reino Unido a través de tratado. Frente a esta imposibilidad, se promulgó una Orden Constitucional el 23 de mayo de 1969, que consideraba el estatuto de Gibraltar como Crown Colony4, donde se contiene el famoso compromiso unilateral de respetar la voluntad de los gibraltareños, que afecta a la tercera condición del Tratado de Utrecht. En realidad, aunque ese texto se refiere a una promesa hacia el futuro (la Corona británica «will never enter into arrangements»5). Tales «arreglos» ya fueron realizados en el pasado a través del Tratado, si bien Reino Unido no puede desentenderse de manera unilateral de su compromiso con España en lo que se refiere al «derecho de retrocesión».

			El segundo cambio de régimen político para Gibraltar se ha producido fuera del marco descolonizador. Tras una nueva fase negociadora impulsada por el presidente de gobierno español José María Aznar (1996-2004) y el primer ministro de Reino Unido Tony Blair (1997-2007), el ministro británico Jack Straw propuso a su Parlamento en 2002 un estatuto pactado de co-soberanía durante una etapa transitoria, proyecto que fue rechazado tanto en referéndum en Gibraltar como por el propio Parlamento. Esto condujo a la adopción de una nueva Constitución otorgada en 2006, con un régimen de autogobierno para Gibraltar. Al afirmar que el pueblo de Gibraltar tiene la decisión sobre la retrocesión a España (afirmación incompatible con el Tratado de Utrecht) y al dictar un sistema de autogobierno en 2006, Reino Unido ha realizado actos jurídicos que pueden entenderse incluidos dentro de la lista abierta de supuestos que hacen terminar la cesión española de 1713.

			En definitiva, la tercera condición contenida en el Tratado de Utrecht afirma que España tiene derecho a dar por terminada la cesión en el caso de que a «Gran Bretaña le pareciere conveniente dar, vender o enajenar de cualquier modo la propiedad» cedida. Reino Unido ha decidido «enajenar» su propiedad no a una potencia extranjera sino a la población existente en Gibraltar, que es producto de cambios sucesivos en la historia y que no tiene el carácter de pueblo colonial, en una acción prevista en el Tratado de Utrecht. Por tanto, puede entenderse que, según el Derecho Internacional y haciendo una interpretación correcta del artículo X de ese Tratado, la cesión de España ha terminado y se han recuperado los derechos soberanos de origen sobre el territorio cedido.

			PARTE I. 
LAS NORMAS DE DERECHO INTERNACIONAL

			CAPÍTULO 1. 
LAS NORMAS IMPERATIVAS: EL «IUS COGENS»

			Aunque, por regla general, el Derecho Internacional afecta a los Estados que han otorgado su consentimiento en obligarse por una norma —escrita o consuetudinaria—, existen normas que son obligatorias para todos los Estados y que están situadas en una posición jerárquica superior a las demás.
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			1.1. EL CONVENIO DE VIENA

			Estas normas se denominan imperativas o «ius cogens», que son definidas en el artículo 53 del Convenio de Viena de 1969 sobre Derecho de los Tratados como aquellas normas que cumplen estos dos requisitos:

			•	Haber sido aceptadas y reconocidas por la comunidad internacional de Estados en su conjunto como normas que no admiten acuerdo en contrario.

			•	Sólo pueden ser modificadas por una norma ulterior de Derecho Internacional general que tenga el mismo carácter.

			De esta forma, se establece una cierta jerarquía de normas en el Derecho Internacional. Como consecuencia de la existencia de estas normas, el mismo Convenio de Viena establece dos consecuencias:

			•	Todo tratado que esté en oposición con una norma imperativa es nulo (art. 53).

			•	Si surge una nueva norma imperativa (ius cogens superveniens), todo tratado existente que esté en oposición con la misma se convertirá en nulo y terminará (art. 64).

			El problema que se plantea es que esta Convención no enumera estas normas y, la Comisión de Derecho Internacional, ha renunciado a hacer una lista exhaustiva. Determinados órganos internacionales como la Corte Internacional de Justicia (CIJ), el Comité de Derechos Humanos (creado en virtud del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos), la Comisión de Derecho Internacional o el Tribunal Internacional Penal para la Antigua Yugoslavia se han pronunciado al respecto, aunque de forma fragmentada y sin intención de hacer una lista exhaustiva y, en ocasiones, sustituyendo la expresión «normas imperativas» por eufemismos como «obligaciones erga omnes» (la CIJ en el asunto Barcelona Traction) o «principios intransgredibles» (la CIJ en el Dictamen sobre la licitud de la amenaza o del empleo de armas nucleares).

			De acuerdo con estos órganos, puede decirse que son normas de «ius cogens» las siguientes:

			•	La prohibición de la agresión que, como se verá posteriormente, consiste en el uso ilegal de la fuerza armada en las relaciones internacionales.

			•	Las normas de Derecho Humanitario bélico y las que sancionan el genocidio, los crímenes de guerra y los crímenes contra la humanidad.

			•	Ciertas normas de derechos humanos, como la prohibición de la esclavitud, de la tortura, de la discriminación racial o la privación arbitraria de la vida; el establecimiento de unas garantías procesales mínimas y, en particular, la presunción de inocencia.

			•	La prohibición de mantener por la fuerza una situación colonial.

			Junto a estas declaraciones de órganos internacionales, la doctrina científica ha argumentado que tiene también este carácter la obligación de arreglo pacífico de controversias, la igualdad soberana de los Estados y el principio de no injerencia, así como el cumplimiento de buena fe de las obligaciones internacionales.

			1.2. EL DERECHO INTERNACIONAL Y EL DERECHO ESTATAL

			Mientras que el Derecho Internacional clásico regulaba únicamente las relaciones entre Estados, en la actualidad existen normas que antes eran cuestiones internas y han dejado de serlo, lo que exige que el Derecho Internacional sea transformado en Derecho estatal.

			Sobre el modo de esta transformación, los derechos estatales conciben básicamente dos formas de recepción de los tratados internacionales:

			•	Dualismo, defendido por TRIEPEL y ANZILOTTI. Consideran que el Derecho Internacional y el interno son completamente diferentes y que, para aplicar el Derecho Internacional en el foro interno, ha de transformarse en una norma interna (ley, decreto, etc.).

			•	Monismo, defendido por SCELLE y KELSEN. Defienden que el Derecho Internacional y el interno forman un único sistema jurídico y que el Derecho Internacional se transforma automáticamente en Derecho interno en el momento en el que se aprueba o ratifica un tratado internacional.

			Junto a estos dos sistemas, existen opciones intermedias, como la transformación del Derecho Internacional en derecho interno por medio de la publicación oficial.

			La jurisprudencia internacional ha afirmado la primacía del Derecho Internacional sobre el Derecho interno basándose en la propia naturaleza del Derecho Internacional. Sobre esta cuestión, la Carta de las Naciones Unidas alude en su preámbulo al «respeto a las obligaciones emanadas de los tratados y de otras fuentes del Derecho Internacional» (pacta sunt servanda). En esta línea, la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, establece que ningún Estado podrá invocar su Derecho interno para justificar el incumplimiento de un tratado.

			CAPÍTULO 2. 
INTERPRETACIÓN, NULIDAD Y TERMINACIÓN DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES
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			La interpretación de un tratado es necesaria para determinar su sentido y alcance y esclarecer los puntos oscuros y ambigüedades que pueda tener.

			2.1. LA CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE EL DERECHO DE LOS TRATADOS

			Como regla general, el artículo 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 23 de mayo de 1969, establece que un Tratado deberá ser interpretado conforme a estos principios:

			•	La interpretación debe realizarse de buena fe.

			•	Los términos del tratado han de interpretarse conforme al sentido ordinario corriente.

			•	Sólo se dará a un término un sentido especial si consta que es la voluntad de las partes.

			•	Los términos del tratado han de interpretarse en su contexto, que incluye el texto del tratado en su sentido estricto (parte dispositiva, preámbulo y anexos) y otros instrumentos referidos al tratado y aceptado por las Partes.

			•	Debe tenerse en cuenta el objeto y fin del tratado.

			Como medios complementarios de interpretación, el artículo 32 de la Convención de Viena menciona que se podrá acudir a los trabajos preparatorios y a las circunstancias de la celebración del tratado (interpretación histórica).

			La Convención de Viena de 1969 menciona en los artículos 46 a 53 una serie exhaustiva de posibles causas de nulidad de un tratado, que son:

			•	Violación manifiesta de una norma de importancia fundamental del derecho interno.

			•	Incumplimiento de restricciones específicas del representante del Estado, siempre que haya sido notificado al otro Estado en sus poderes para manifestar el consentimiento.

			•	Error sobre una situación que es la base esencial para prestar el consentimiento, siempre que el Estado no contribuyera con su conducta a crear el error.

			•	Dolo, o error inducido por el comportamiento fraudulento de otro.

			•	Corrupción del representante del Estado por otro Estado.

			•	El consentimiento en obligarse ha sido obtenido mediante coacción sobre el representante del Estado a través de actos o amenazas.

			•	La celebración del Tratado ha sido conseguida con amenaza o uso de la fuerza.

			•	En el momento de su celebración el Tratado es contrario a una norma de «ius cogens».

			La Convención de Viena de 1969, menciona en los artículos 54 a 64 las siguientes circunstancias como causa de terminación de los tratados:

			•	Por consentimiento de las partes contemplado en el texto del tratado o por acuerdo posterior expreso o tácito.

			•	Por retirada o denuncia por una de las partes. En caso de que la denuncia no esté prevista en el tratado, se permite si consta la intención de las Partes en autorizarla o se deduce de la naturaleza del Tratado. En caso de silencio, quien desee denunciar un tratado debe dar un preaviso de doce meses.

			•	Por violación grave del Tratado, dependiendo del tipo de tratado.

			•	Por imposibilidad subsiguiente de cumplimiento (por desaparición o destrucción definitiva de un objeto indispensable para dicho fin).

			•	Por aparición de una norma imperativa que se le oponga (ius cogens superveniens).

			•	Por cambio fundamental en las circunstancias existentes en el momento de la celebración del Tratado (rebus sic stantibus) no previsto por las Partes y siempre que:

			•	La existencia de esas circunstancias fuera la base esencial del consentimiento.

			•	El cambio tenga por efecto una modificación radical de las obligaciones.

			•	El tratado no establezca una frontera.

			•	No resulte de una violación por la parte que lo alega.

			Junto a estas causas, los artículos 55 y 63 del Convenio de Viena citan una serie de circunstancias que no suponen causa de terminación del tratado.

			2.2. CONSECUENCIAS DE LA TERMINACIÓN

			a. Alcance subjetivo

			La terminación se impone para todas las partes cuando el tratado choca con normas imperativas sobrevenidas. Cuando la causa de la terminación es la violación grave, son las partes inocentes quienes deciden y, en el resto de los supuestos, la terminación del tratado afecta sólo al Estado en quien concurre la causa, si bien se debe atender a las circunstancias del caso.

			b. Alcance objetivo o material

			En caso de denuncia o de «ius cogens superveniens», la nulidad en principio es total. Si la causa es la violación grave del tratado, serán las partes inocentes quienes decidirán. En el resto de supuestos, la regla general es la divisibilidad del tratado si las disposiciones afectadas por la causa son separables del resto de cláusulas y no son una base esencial del tratado.

			c. Alcance temporal

			La terminación respeta los derechos, deberes o situaciones previas de las partes, excepto en el supuesto de «ius cogens superveniens».

			CAPÍTULO 3. 
EL ARREGLO PACÍFICO DE LAS CONTROVERSIAS

			El primer propósito que se establece en la Carta de las Naciones Unidas es el mantenimiento de la paz internacional (art. 1.1). Según este mismo artículo, este propósito ha de lograrse de dos modos: por un lado, mediante el arreglo pacífico de las controversias internacionales y, por otro lado, previniendo y eliminando las amenazas a la paz internacional y suprimiendo actos de agresión y otros quebrantamientos de la paz.

			[image: Anécdotas y curiosidades jurídicas | iustopía: ¿Cómo se resuelven las  controversias marítimas, aéreas y espaciales?]

			En coherencia con este propósito, se establecen dos principios que constituyen las dos caras de una misma moneda: la obligación de arreglar pacíficamente las controversias (art. 2.3) y la prohibición del uso de la fuerza (art. 2.4). Estas disposiciones se completan con un sistema de seguridad colectiva y unas vagas previsiones de desarme.

			3.1. PRINCIPIOS RECTORES DEL ARREGLO PACÍFICO DE CONTROVERSIAS

			La obligación de arreglar las controversias entre Estados por medios pacíficos no sólo es un propósito de las Naciones Unidas (art. 1.1), sino que constituye uno de los llamados principios estructurales del Derecho Internacional, según consta en la Carta de las Naciones Unidas (art. 2), en la Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General de las Naciones Unidas y en diversos textos regionales como, entre otros, la denominada Acta de Helsinki de 1975, relativa a los principios de coexistencia pacífica en Europa.

			Pese a su antigüedad, todavía es aplicable el I Convenio de La Haya para la solución pacífica de controversias internacionales (1907), aprobado en la segunda de las históricas Conferencias de Paz de La Haya convocadas por el Zar Nicolás II (1899 y 1907).

			Junto a la obligación de arreglar pacíficamente las controversias internacionales, la Carta de las Naciones Unidas establece dos principios rectores:

			•	No se han de poner en peligro la paz y la seguridad internacionales ni la justicia (art. 2).

			•	Libre elección de medios: un Estado no puede ser sometido a un procedimiento concreto de solución de controversias sin su consentimiento (art. 33).

			En concreto, el artículo 33 de la Carta cita «la negociación, la investigación, la mediación, la conciliación, el arbitraje, el arreglo judicial, el recurso a organismos o acuerdos regionales u otros medios pacíficos de su elección».

			Los medios de arreglo pacífico suelen clasificarse en métodos no jurisdiccionales, también llamados políticos o diplomáticos (negociación, buenos oficios, mediación, investigación y conciliación) y métodos jurisdiccionales (el arbitraje y el arreglo judicial). La diferencia entre ambos estriba en que, en los segundos, las resoluciones que se adoptan son obligatorias, mientras que en los primeros se realizan propuestas que sólo son obligatorias en el momento en que son aceptadas por todas las partes.

			3.2. MÉTODOS DE ARREGLO POLÍTICOS O DIPLOMÁTICOS

			Los métodos de arreglo no jurisdiccionales se caracterizan porque son las partes implicadas quienes tienen la última palabra en cuanto a su resolución. Estos medios pueden clasificarse dependiendo de si las partes intervienen directamente sin presencia de terceros (negociación) o si participa un tercero, que puede ser un Estado, una organización internacional, un órgano de una organización internacional, una organización no gubernamental, una personalidad independiente, etc.

			3.2.1. Negociación

			Es el método más antiguo y el más utilizado. Consiste en el diálogo directo entre los implicados sin la presencia de terceros.

			Por lo general, suele ser el primer método que se utiliza en la práctica para tratar de resolver una controversia. Puede presentar ventajas (por ejemplo, un mejor resultado en términos de coste y beneficios) e inconvenientes (en ocasiones, una de las partes está en posición de superioridad).

			La negociación puede realizarse por medio de las misiones diplomáticas, misiones especiales, visitas oficiales o incluso mediante llamadas telefónicas, como el conocido coloquialmente como «Teléfono Rojo», creado como medio de comunicación entre la Casa Blanca y el Kremlin tras la «Crisis de los Misiles de 1963».

			3.2.2. Buenos oficios

			Los buenos oficios, consisten en la intervención de un tercero para establecer el contacto entre las partes de modo que se inicien o, en su caso, se reanuden conversaciones entre ellas. Este método, empleado frecuentemente por los Secretarios Generales de Naciones Unidas, se utiliza en casos de gran hostilidad entre las partes.

			A modo de ejemplo, tras la Guerra del Golfo de 1991 y las consiguientes críticas de doble rasero ante la invasión de Kuwait y la ocupación de territorios árabes por Israel, se decidió impulsar un proceso de paz y, dada la situación de incomunicación entre los actores, James Baker, Secretario de Estado de los Estados Unidos, realizó diversas giras por Oriente Medio con el fin de organizar una conferencia de paz, entrevistándose separadamente para establecer el lugar en el que se inauguraría la conferencia, las fechas, etc.

			3.2.3. Mediación

			Consiste en la intervención de un tercero para aproximar a las partes, bien proponiendo una solución (por ejemplo, para el larguísimo conflicto de Oriente Medio, diversos terceros han formulado varios planes de paz), bien participando en las negociaciones tratando de acercar posturas, como, por ejemplo, realizó el entonces Presidente de los Estados Unidos, Jimmy Carter, para acercar posiciones entre los líderes de Israel y Egipto, en las conversaciones que dieron lugar al llamado Acuerdo de Camp David y al posterior tratado de paz.

			Ambas formas de mediación no son incompatibles. Así, es posible que un tercero proponga una solución y participe en las negociaciones.

			El citado I Convenio de La Haya para la solución pacífica de controversias establece que la mediación no debe ser considerada un acto no amistoso. Las tareas de mediación pueden provenir de Estados, organizaciones internacionales e incluso de organizaciones no gubernamentales o personalidades individuales de gran prestigio.

			3.2.4. Investigación

			Este medio se utiliza en caso de controversias que versan sobre hechos y no sobre aplicación de normas. Por ejemplo, si el Estado A sufre un intento de golpe de estado, acusa al Estado B de haberlo apoyado y el Estado B niega la acusación.

			Un tercero (normalmente, una comisión) realiza una investigación imparcial de los hechos y elabora un informe sobre los hechos que considera probados, sin pronunciarse sobre las consecuencias jurídicas. El tercero debe realizar su investigación de forma contradictoria, debe poder trasladarse a los sitios que considere oportuno y, las partes, deben facilitar su tarea y entregarle toda la información que solicite.

			3.2.5. Conciliación

			Este sistema es híbrido entre la investigación y la mediación. Consiste en que un tercero (normalmente, una comisión) investiga imparcialmente los hechos y las cuestiones de derecho y formula una propuesta de solución.

			Las funciones del conciliador son tres:

			•	Establecer los hechos.

			•	Determinar las normas aplicables.

			•	Formular una propuesta de solución no vinculante.

			3.3. EL ARBITRAJE

			El origen del arbitraje puede rastrearse en la antigua Grecia (tratado entre Esparta y Argos) y en la Europa medieval (arbitraje del Papa o del Emperador en los litigios entre distintas autoridades territoriales del Sacro Imperio Romano Germánico), pero su origen moderno está en el Tratado de Amistad, Comercio y Navegación entre Estados Unidos y Gran Bretaña (1794), que preveía la constitución de comisiones mixtas arbitrales.

			Un importante hito es el laudo arbitral del Caso Alabama (1871) que enfrentó al Reino Unido y Estados Unidos. Este litigio fue resuelto por un tribunal arbitral y, su éxito, hizo resurgir este método de arreglo pacífico de controversia.

			En la Conferencia de Paz de La Haya de 1899, se acordó la creación de un Tribunal Permanente de Arbitraje, aunque, en realidad, no es un órgano permanente ni un tribunal, sino una lista de árbitros a los que se puede recurrir para someter una diferencia a arbitraje.

			El arbitraje es un medio de arreglo pacífico que tiene por objeto arreglar los litigios entre Estados mediante árbitros por ellos elegidos sobre la base del respeto del derecho, siendo la sentencia arbitral (laudo) obligatoria para las partes.

			Aunque esta definición, tomada del citado I Convenio de La Haya para la solución pacífica de controversias (art. 37), alude al respeto al derecho, es posible que las partes pacten de común acuerdo que los árbitros decidan en equidad (ex aequo et bono).

			3.3.1. Convenio arbitral

			El convenio de arbitraje es el instrumento jurídico en virtud del cual las partes en la controversia expresan su acuerdo de someterla a arbitraje. Este convenio puede versar sobre controversias ya existentes o sobre controversias futuras.

			La aceptación del arbitraje como medio de solución de una controversia ya nacida se manifiesta en un convenio ad hoc denominado compromiso. Su contenido, normalmente, suele indicar:

			•	La definición del objeto de la controversia.

			•	Las condiciones de constitución y composición del órgano arbitral.

			•	El Derecho aplicable.

			•	Las reglas de procedimiento.

			•	La mayoría necesaria y el plazo para aplicar sentencia.

			•	La sede y otros aspectos administrativos.

			•	Los idiomas que han de utilizarse.

			•	La forma de repartir los gastos y costas.

			El consentimiento de someter a arbitraje controversias futuras se materializa en:

			•	Tratados generales de arreglo pacífico, en los que se prevé el recurso al arbitraje para todas o determinadas categorías de controversias.

			•	Cláusulas compromisorias, conviniendo la sumisión al arbitraje de las controversias que origine la interpretación o aplicación de las disposiciones del tratado que las inserta.

			Puede ocurrir que los tratados de arreglo pacífico y las cláusulas compromisorias establezcan normas no exhaustivas que precisen de un compromiso para desarrollarlas, por lo que este mecanismo no es excluyente de los otros dos, sino que puede ser complementario.

			Existen varios ejemplos de tratados generales de arreglo pacífico que prevén el arbitraje. A modo de ejemplo, el Convenio sobre Conciliación y Arbitraje en la Conferencia (hoy Organización) para la Seguridad y la Cooperación en Europa de 1992, que prevé que los Estados Parte puedan resolver sus controversias mediante árbitros o conciliadores. No obstante, se excluyen materias sensibles como los litigios territoriales.

			Igualmente, en la Primera Conferencia de Paz de La Haya se instituyó la Corte Permanente de Arbitraje, con sede en el Palacio de la Paz de La Haya y que, en realidad, no es una Corte sino una lista de árbitros potenciales entre los cuales pueden elegir las partes en un litigio si deciden de común acuerdo someter sus diferencias a su arbitraje.

			Los ejemplos de cláusulas compromisorias son numerosos. Por citar uno de ellos, el artículo 9 del Convenio entre la Comunidad Europea y el Organismo de Obras Públicas y Socorro de las Naciones Unidas para los Refugiados de Palestina (OOPS), relativo a la ayuda a los refugiados en los países del cercano Oriente establece lo siguiente:

			1.	Toda controversia o reclamación relativas a la interpretación, la aplicación o el cumplimiento del presente Convenio, incluida su existencia, validez o denuncia, que no se puedan solucionar de manera amistosa entre las partes, se remitirá para arbitraje de conformidad con las normas facultativas de arbitraje del Tribunal Permanente de Arbitraje para las organizaciones internacionales y los Estados, en vigor en la fecha de la firma del presente Convenio.

			2.	Se prevé un solo arbitraje.

			3.	La lengua que se utilizará durante el arbitraje será el inglés.

			4.	En ausencia de acuerdo entre las dos partes, el ente arbitral será designado por el presidente del Tribunal Internacional de Justicia, previa solicitud escrita presentada por una de las partes.

			5.	El ente arbitral decidirá de acuerdo con los términos y condiciones del contrato, sobre la base de los principios jurídicos generales reconocidos por los Estados.

			3.3.2. Órgano arbitral y derecho aplicable

			Las condiciones de constitución y composición del órgano arbitral responden a los deseos de las partes manifestadas en el compromiso, correspondiendo a las partes determinar el número y la composición nominal del tribunal arbitral.

			Existen las siguientes modalidades de órganos arbitrales:

			•	Árbitro único, función que en el pasado recaía a menudo en Jefes de Estado o de Gobierno y, en la actualidad, suele recaer en juristas de reconocido prestigio.

			•	Tribunal Arbitral, compuesto de un número impar de árbitros, normalmente tres o cinco, de los que cada una de las partes en la controversia habitualmente nombra uno o dos, designando de común acuerdo o haciéndolo los árbitros ya nombrados, al tercero o quinto, que asumirá la presidencia.

			El órgano arbitral ha de atenerse al acuerdo de las partes sobre el Derecho aplicable. Como ya se ha indicado anteriormente, cabe también la posibilidad de que las partes faculten al órgano arbitral para dictar una decisión en base a la equidad (ex aequo et bono).

			3.3.3. Procedimiento y laudo arbitral

			El procedimiento arbitral se desarrolla conforme a las reglas establecidas por las partes en el compromiso o, en su caso, en el tratado general de arreglo pacífico o cláusula compromisoria.

			La sentencia arbitral o laudo ha de ser motivada, es obligatoria y definitiva para las partes debiendo ser ejecutada por éstas de buena fe.

			El laudo es definitivo porque no son posibles recursos de apelación. En cambio, puede ser objeto de interpretación y revisión ante el mismo tribunal que la dictó.

			La solicitud de interpretación tendrá por objeto aclarar el sentido de los términos de la sentencia.

			El recurso de revisión sólo es posible si está previsto en el convenio arbitral. En este caso, deberá basarse en el descubrimiento de un hecho nuevo que, de haberse conocido al dictarse el laudo, hubiera llevado al tribunal a juzgar de manera diferente. El cumplimiento del fallo arbitral no está sometido a ningún procedimiento de ejecución forzosa, sino que reposa en el principio de la buena fe.

			Aunque el laudo arbitral no es apelable, sí es posible que se declare su nulidad por alguna de las siguientes causas:

			•	Exceso de poder del tribunal.

			•	Corrupción de uno de sus miembros.

			•	Falta de motivación del laudo o infracción grave de una regla fundamental de procedimiento.

			•	Nulidad del compromiso.

			3.4. EL ARREGLO JUDICIAL

			Es el procedimiento en virtud del cual las partes someten la solución de su controversia a un tribunal internacional, de carácter permanente, integrado por jueces independientes elegidos con antelación al nacimiento del litigio.

			El único órgano judicial universal y general, en la medida que puede dirimir toda suerte de contenciosos de orden jurídico que los Estados lo sometan, es la Corte Internacional de Justicia.

			También tiene vocación universal el Tribunal Internacional del Derecho del Mar, con sede en Hamburgo, cuya jurisdicción está abierta a todos los Estados partes en la Convención de Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (1982), pero su competencia rationae materiae es especializada.

			Todos los demás órganos judiciales son de ámbito regional y competencia material circunscrita. En el ámbito de los procesos de integración económica internacional cabe destacar el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, el Tribunal Andino de Justicia y el Tribunal de Justicia del Mercado Común del Sur (MERCOSUR).

			Y, en el ámbito de la protección de los Derechos Humanos, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el Tribunal Africano de Derechos Humanos y de los Pueblos. Aunque estos tribunales están pensados fundamentalmente para que accedan a ellos particulares, los citamos en este apartado porque, como veremos en su momento, cabe la posibilidad de que un Estado demande a otro ante estos tribunales.

			3.5. LA CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA

			Tras la finalización de la llamada Primera Guerra Mundial, el artículo 14 del Pacto de la Sociedad de Naciones (1919) preveía la creación de un tribunal internacional mediante una decisión posterior de la SDN. Así, en octubre de 1920, el Consejo de la SDN aprobó el Estatuto del Tribunal Permanente de Justicia Internacional (TPJI), cuyo Estatuto fue abierto a la firma de los Estados y entró en vigor en 1921.

			Tras la Segunda Guerra Mundial, el TPJI fue sustituido por la actual Corte Internacional de Justicia (en adelante, CIJ o la Corte), con sede en el Palacio de la Paz de La Haya. A diferencia de lo que ocurrió con su antecesor, el Estatuto de la CIJ (en adelante, ECIJ) constituye un Anexo a la Carta de las Naciones Unidas, de forma que todos los Estados miembros de la ONU son ipso facto partes en el Estatuto.

			Otra diferencia es que la CIJ es un órgano principal de la ONU, mientras que el TPJI no formaba parte de la estructura orgánica de la SDN.

			3.5.1. Composición

			La Corte se compone de 15 jueces independientes elegidos por la Asamblea General y el Consejo de Seguridad, no pudiendo haber dos jueces de la misma nacionalidad (arts. 3 y 4 ECIJ). Para ser miembro de la misma, el artículo 2 del ECIJ establece los siguientes requisitos:

			•	Gozar de alta consideración moral.

			•	Reunir las condiciones requeridas para el ejercicio de las más altas funciones judiciales en sus respectivos países o ser jurisconsultos de reconocida competencia en materia de Derecho Internacional.

			Además, se establece que, en el conjunto, han de estar representadas las grandes civilizaciones y los principales sistemas jurídicos del mundo (art. 9 ECIJ).

			La distribución geográfica equitativa conduce, en virtud de un acuerdo político a un reparto que garantiza tres jueces de África, dos de Asia, dos de Latinoamérica y Caribe, dos de Europa Occidental y otros Estados (incluidos Canadá, Australia y Nueva Zelanda) y uno a Europa Oriental, a los que se han de sumar los cinco jueces de la nacionalidad de los miembros permanentes del Consejo de Seguridad que, de facto, tienen asegurado un asiento en la Corte.

			Como curiosidad, hasta la fecha no ha habido ningún juez español, aunque se ha intentado en dos ocasiones con los profesores Dres. Julio Diego González Campos y José Antonio Pastor Ridruejo.

			Los miembros de la Corte desempeñan sus cargos por nueve años y pueden ser reelegidos, procediéndose cada tres a la renovación de un tercio de ellos (art. 13 ECIJ). La misma Corte elige de entre sus miembros a su Presidente y Vicepresidente por un período de tres años (art. 21 ECIJ).

			Los magistrados de la Corte de la nacionalidad de los Estados partes en una controversia conservan la facultad de oír y votar. Y, si no los hubiere, uno o los dos Estados partes, dependiendo de la situación, podrán designar una persona de su elección, nacional o no, en calidad de juez ad hoc, únicamente para ese caso (art. 31 ECIJ). De esta forma, el número de jueces del Tribunal puede ampliarse hasta los 16 o 17 miembros.

			Por ejemplo, en el Asunto del Estai, que enfrentó a Canadá y España, los dos Estados designaron un juez ad hoc que, en el caso español fue el profesor Dr. Santiago Torres Bernárdez, en ese momento Secretario de la Corte.

			3.5.2. Competencia contenciosa

			La Corte asume una doble competencia: contenciosa y consultiva. Mediante la contenciosa resuelve controversias entre Estados a través de decisiones vinculantes.

			Para poder ejercer la competencia contenciosa, es preciso que los Estados otorguen su consentimiento, el cual puede otorgarse antes o después del surgimiento del litigio.

			Con carácter previo al nacimiento de un litigio, los Estados pueden reconocer la competencia de la Corte para juzgar controversias futuras. Este reconocimiento puede realizarse a través de:

			•	Una cláusula compromisoria insertada en un tratado que permita a las partes acudir ante la CIJ. Por ejemplo, el artículo IX de la Convención contra el Genocidio (Nueva York, 1948) prevé que las controversias entre las Partes contratantes, relativas a la interpretación, aplicación o ejecución de este tratado, serán sometidas a la CIJ a petición de una de las partes en la controversia.

			•	Un tratado general de arreglo pacífico de controversias que establezca el compromiso de las partes de acudir ante la CIJ para las controversias que surjan entre ellas. Este es el caso de, por ejemplo, el Convenio europeo de Arreglo Pacífico de Controversias de 1957, del cual no es parte España, cuyo artículo 1 establece que los Estados parte en dicho convenio europeo someterán a la CIJ las controversias jurídicas que surjan entre ellos.

			•	Una declaración unilateral de aceptación de la jurisdicción de la Corte, respecto de cualquier otro Estado que acepte la misma obligación, en las controversias de orden jurídico (art. 36 del Estatuto de la CIJ).

			•	Con relación a estas declaraciones unilaterales, el Estatuto admite que las declaraciones se hagan por tiempo determinado o bajo condición de que otros Estados también las formulen. En la práctica, aunque no están previstas expresamente en el ECIJ, se han interpuesto reservas rationae temporis, rationae personae y rationae materiae.

			En las reservas rationae temporis las declaraciones pueden hacerse:

			•	Por tiempo definido (cinco años es el término más habitual), renovable o no automáticamente.

			•	Por tiempo indeterminado, sujeto o no a la posibilidad de modificación, retiro o denuncia sin preaviso o con él.

			Mediante las reservas rationae personae se pretende excluir las controversias que surjan con determinados Estados. Dentro de este grupo se encuentra, por ejemplo, la declaración sistemática de algunos miembros de la Commonwealth británica descartando las controversias que se originen con otros miembros de la misma comunidad.

			Con las reservas rationae materiae se trata de excluir de la jurisdicción de la Corte categorías de controversias que los Estados consideran sensibles.

			Una última categoría podría calificarse como de reservas rationae litis pendentiae, en virtud del cual se excluyen las controversias para las que las partes hubieran convenido o convengan otro medio de arreglo.

			En cuanto al consentimiento a posteriori, una vez ha surgido el litigio y a falta de declaración unilateral, tratado general de arreglo pacífico o cláusula compromisoria, puede ser el fruto de un acuerdo expreso (un compromiso) o implícito (forum prorrogatum) entre los litigantes.

			El principio de forum prorrogatum supone una aceptación implícita de la jurisdicción contenciosa de la Corte cuando, por ejemplo, el demandado contesta la demanda o se persona en el proceso sin plantear la excepción de falta de jurisdicción.

			3.5.3. Procedimiento

			El procedimiento ante la CIJ consta de dos fases: una escrita y otra oral.

			La fase escrita, de carácter confidencial, se inicia con una memoria (demanda), a la que responde el Estado demandado con una contramemoria. Si las partes lo solicitan, el demandante puede presentar un escrito de réplica, a la que responde el demandado con una dúplica.

			La fase oral es generalmente pública. En ella las partes presentan los testigos y pruebas que deseen hacer valer en defensa de sus pretensiones.

			Durante el proceso pueden plantearse incidentes, algunos de las cuales son las siguientes:

			•	Objeciones preliminares: Consisten en rechazar la competencia de la Corte, alegando, por ejemplo, la existencia de alguna reserva que impediría a la CIJ conocer del asunto. En estos casos, la Corte debe resolver primero las objeciones preliminares antes de entrar, si procede, en el fondo del asunto.

			•	Medidas cautelares: La Corte puede ordenar medidas provisionales si considera que el derecho que constituye objeto del litigio corre un riesgo inminente.

			•	Tercería: La Corte puede autorizar a un tercer Estado que lo solicite a personarse en el proceso si tiene algún interés jurídico en el litigio. Por ejemplo, si el pleito versa sobre un tratado internacional del que son parte otros Estados, además del demandante y demandado.

			•	Reconvención: El demandado puede presentar una reconvención en su contramemoria si tiene un vínculo directo con el objeto del litigio. Por ejemplo, si el Estado A acusa al Estado B de haber violado un tratado internacional y el Estado B acusa al Estado A de haber sido él quién lo ha violado.

			3.5.4. Efectos y ejecución de la sentencia

			Todas las decisiones de la Corte se tomarán por mayoría de votos de los magistrados presentes, teniendo su Presidente o, en su ausencia, el Vicepresidente, voto de calidad en caso de empate. Las deliberaciones son secretas, pero no así el resultado de las mismas, pudiendo los magistrados que lo deseen formular votos particulares.

			Las sentencias de la Corte son obligatorias, si bien sólo para las partes en el litigio.

			El fallo de la Corte es definitivo e inapelable, lo cual no obsta para que puedan interponerse demandas de interpretación y revisión.

			La demanda de interpretación ha de tener por objeto el sentido o alcance del fallo de la Corte.

			La demanda de revisión deberá fundarse en el descubrimiento de un hecho decisivo desconocido al pronunciarse el fallo, tanto por la Corte como por la parte que pide la revisión, siempre que su desconocimiento no se deba a negligencia, debiendo en todo caso solicitarse la revisión en el plazo de seis meses desde el descubrimiento del hecho nuevo y nunca después de transcurridos diez años desde que se dictó la sentencia.

			La parte lesionada por el incumplimiento de un fallo podrá acudir en demanda de la intervención del Consejo de Seguridad.

			3.5.5. Competencia consultiva

			Junto a la competencia contenciosa, la CIJ dispone también de competencia consultiva, por medio de la cual emite dictámenes sobre cualquier cuestión jurídica que le sometan el Consejo de Seguridad, la Asamblea General u otros órganos de Naciones Unidas u organismos especializados que hayan sido autorizados.

			A título enunciativo, están autorizados a solicitar opiniones consultivas a la Corte el Consejo Económico y Social de la ONU, la FAO, la UNESCO, el FMI, etc.

			3.6. EL ARREGLO PACÍFICO DE CONTROVERSIAS EN LAS NACIONES UNIDAS

			Además de citarlo como uno de sus principios, la Carta de las Naciones Unidas dedica el Capítulo VI (arts. 33-38) al arreglo pacífico de las controversias. Para ello, el Consejo de Seguridad está investido de las siguientes facultades:

			•	Investigación: motu propio, puede investigar cualquier situación que pueda dar lugar a una controversia (art. 34)

			•	Orientación: puede recomendar a los Estados el método de arreglo que estime más oportuno (art. 36).

			•	Mediación o conciliación: a petición de las partes en una controversia, puede realizar recomendaciones sobre el fondo del asunto.

			La Asamblea General dispone de las mismas facultades que el Consejo de Seguridad, siempre que este órgano no esté actuando en la controversia de que se trate. De esta forma, se pretende evitar contradicciones entre los dos órganos.

			Como curiosidad, la Asamblea General de la ONU recomienda a España y al Reino Unido una solución negociada a la controversia sobre Gibraltar.

			3.7. LA PROHIBICIÓN DEL USO DE LA FUERZA

			3.7.1. Evolución histórica del principio

			Para el Derecho Internacional clásico el derecho de recurrir a la guerra (ius ad bellum) era un atributo de la soberanía del Estado. Fue en el siglo XVI cuando la Escuela Española del Derecho Internacional (o Escuela de Salamanca), desarrollando conceptos de teólogos medievales como Santo Tomás de Aquino, acuñó la distinción entre guerras justas e injustas. Así, para que una guerra fuese justa, debía tener un justo título (ser declarada por el soberano), una justa causa y una relación de proporcionalidad entre el medio y el fin perseguido.

			La admisión del ius ad bellum, siguiendo a Grocio y su magna obra De iure bellis ac pacis, se compensó con dos limitaciones: la declaración de guerra y la sumisión de la guerra al ius in bello (derecho humanitario y derechos y obligaciones de los neutrales).

			La libertad de acudir a la guerra se restringió en 1907 en la Segunda Conferencia de Paz de La Haya, con la Convención relativa a la limitación del uso de la fuerza para el cobro de las deudas contractuales, también conocida como Convención Drago-Porter en honor de sus promotores (Luis María Drago y Horace Porter, Ministro de Asuntos Exteriores de Argentina y Diplomático estadounidense, respectivamente). En realidad, este tratado no prohibió por completo el uso de la fuerza por esta causa, pero lo restringió considerablemente.
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